TEXTO APROBADO EN LA COMISION PRIMERA DE LA H. CAMARA DE REPRESENTANTES DEL PROYECTO DE LEY No. 019/10 –CAMARA- “POR MEDIO DE LA CUAL SE DICTAN MEDIDAS PARA LA PREVENCION DEL RAPTO DE MENORES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto la protección integral de los niños que sean víctimas de rapto, desaparición o secuestro, basada en el principio de la solidaridad de la sociedad civil, en especial de los medios de comunicación y las entidades del Estado.

Artículo 2. Ámbito de aplicación. Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por niños las personas menores de 16 años, denominados como  infantes o impúberes en los términos del artículo 34 del Código Civil.

Artículo 3. Definición de rapto: Para los efectos de esta ley se entenderá por rapto el secuestro o la desaparición forzada de un niño o niña.

Artículo 4. Alerta Luis Santiago. Créase la Alerta LUIS SANTIAGO la cual tendrá como finalidad lograr la pronta recuperación de los niños que hayan sufrido cualquier tipo de rapto, desaparición o secuestro, además de evitar cualquier tipo de daño físico o psicológico. 

Articulo 5. Instituciones y autoridades participantes  Para todos los efectos, las instituciones y autoridades a las que se refiere la presente ley son las siguientes: medios de comunicación nacionales, departamentales y municipales; entidades estatales; terminales de transporte, aeropuertos, puertos marítimos;  fuerza pública y demás autoridades civiles.

Artículo 6. Alerta Local. Una vez emitida la Alerta, las autoridades e instituciones departamentales o municipales de las que trata el artículo anterior estarán en la obligación de difundir la información del niño desaparecido de la manera más idónea posible. Para el caso de las entidades públicas, estas deberán propagar la información correspondiente del menor en sus páginas web. De la misma manera las terminales de transporte aéreo, terrestre o marítimo deberán publicar la información en las pantallas donde publican los datos de sus viajes. Los medios de comunicación escrito deberán publicar la información del menor en sus ediciones impresas, las emisoras deberán emitir comunicados con la información correspondiente y los canales de televisión públicos y privados deberán presentar la información necesaria que permita la identificación del menor.

Artículo 7. Alerta Nacional. Transcurridas doce 12 horas a partir de la emisión de la Alerta por la autoridad departamental o municipal sin que se tenga noticia del menor, ésta le dará traslado a la Dirección Nacional de la Policía para que establezca la necesidad de emitir una Alerta Nacional inmediatamente se reciba la información del desaparecimiento por la autoridad local. En caso de ser emitida una Alerta nacional, las  instituciones de las que trata el artículo 6 del nivel nacional deberán proceder a difundir la información del menor desaparecido.  Esta Alerta Nacional tendrá una duración de una semana
Artículo 8. Autoridad Competente para la Alerta. El Comandante Departamental de Policía será la autoridad encargada de emitir la alerta inicial  dentro de su jurisdicción una vez hayan transcurrido  8 horas de la noticia de la desaparición del menor; a su vez los Comandantes Municipales de Policía serán las autoridades encargadas de emitir dicha alerta una vez hayan transcurrido 8 horas de la noticia de la desaparición del menor,  en los respectivos municipios y cabeceras, previa autorización de los padres de éste o de quien ejerza para el momento la patria potestad.  La alerta se emitirá cuando existan indicios graves de que la desaparición puede poner en peligro la vida y la integridad física o psicológica del menor afectado. 
De conformidad con lo establecido en el artículo anterior, el Comando Departamental de Policía será el responsable de reportar las alertas locales de su jurisdicción ante la Dirección General de la Policía Nacional.

Artículo 9. Requisitos para la emisión de la Alerta. Se le da el término de 8 horas a las autoridades competentes para verificar que la información suministrada por quienes denunciaron la pérdida del niño o niña es veraz, y se emitirá la alerta siempre y cuando existan indicios que permitan inferir razonablemente que el niño o niña ha sido sometido a desaparición forzada o secuestro.  Este procedimiento se surtirá de conformidad con los plazos señalados en los artículos 7 y 8 de la presente ley. 
Artículo 10. Planes de Acción. El Gobernador, y el Alcalde para el caso de los municipios cuya población exceda los quinientos mil (500.000) habitantes, deberán desarrollar un Plan de Acción en el cual establezcan los medios de comunicación y demás instituciones locales que están llamados a trasmitir la información de la alerta una vez ésta sea emitida. Para este fin deberán convocar a las autoridades de la fuerza pública departamental, a los medios de comunicación y demás entidades llamadas a atender la alerta, para establecer los pasos a seguir y los compromisos de cada una de las personas naturales y jurídicas de cara a la alerta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar el Plan de Acción será el Ministerio del Interior y de Justicia. 

Los Gobernadores, Alcaldes y el Ministerio del Interior y de Justicia, según el caso, tendrán seis (6) meses, con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, para elaborar el Plan de Acción de que trata el presente artículo. 
Artículo 11. No cumplimiento de los requisitos. Cuando no se cumplan los requisitos establecidos por las autoridades nacionales o departamentales para la emisión de la Alerta, esto no disminuirá la capacidad de las autoridades de policía para solicitar la colaboración de los medios de comunicación y la comunidad local.

Artículo 12. Sanciones. El no cumplimiento de lo establecido en la presente ley para los servidores públicos, se constituirá en falta grave de acuerdo a lo establecido el Código Disciplinario Único 

Artículo13. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado el presente proyecto de ley, con modificaciones, según consta en el acta No. 36 del 30 de noviembre de 2010; así mismo fue anunciado para discusión y votación el día 25 de noviembre de 2010, según acta No. 35 de esa misma fecha.
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